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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTIDOS (22) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2024-0143 (T02-2024-00075-01 S.I.) 
ACCIONANTE: RAUL LOBO GARCIA en representación de MARGARITA GARCIA DE LOBO 
ACCIONADO: MUTUAL SER EPS   

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 8 de marzo de 2024 por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por RAUL LOBO GARCIA en 
representación de MARGARITA GARCIA DE LOBO, en contra de MUTUAL SER EPS, 
por la presunta violación de su derecho fundamental a la SALUD, VIDA Y DIGNIDAD 
HUMANA con fundamento en los siguientes: 

 
HECHOS 

 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD a través de auto adiado 29 de febrero de 2024, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. Además 
vincula al trámite a SECRETARÍA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD, SECRETARÍA 
DISTRITAL DE BARRANQUILLA, SECRETARÍA DEPARTAMENTAL DEL ATLÁNTICO,  
SUPERSALUD y a IPS CUIDADO SEGURO EN CASA S.A. Informes allegados en los 
siguientes términos:  
 
INFORME SUPERSALUD 
PAUL GIOVANNI GOMEZ DIAZ en calidad de subdirector técnico, manifestó: 
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INFORME SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD DE BARRANQUILLA 
LINDA GISELLE MENDOZA TORRES, en calidad de apoderada especial, manifestó: 
 

 

 

 
 
INFORME SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL 
LUIS CARLOS FAJARDO JORDAN en calidad de secretario de salud, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL – SOLEDAD 
EDISON MANUEL BARRERA REYES en calidad de secretario local de salud, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, mediante providencia del 8 de 
marzo de 2024, resolvió conceder el amparo invocado y en consecuencia ordena: 
 

 

 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión del a quo, la accionada impugnó el fallo solicitando se revoque 
el mismo, manifestando: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
Corresponde al Despacho determinar si MUTUAL SER EPS se encuentran vulnerando los  
derechos  fundamentales  invocados por RAUL LOBO GARCIA en representación de 
MARGARITA GARCIA DE LOBO, con ocasión de la solicitud de enfermera 12 horas y el 
medicamento Riluzol de 50 MG? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-2014, 
T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
SALUD El derecho a la salud se constitucionalizó de forma expresa en los artículos 44 y 49 de 

nuestra actual Constitución Política como un derecho inherente a la persona. Según un primigenio 

criterio formalista de interpretación, el derecho a la salud fue considerado como un derecho 

meramente prestacional debido a su ubicación topográfica en dicha Constitución. De allí, y por 

influjo directo de las consideraciones jurisprudenciales de la Corte Constitucional, fue considerado 

como un derecho de doble connotación –fundamental y asistencial–, luego como un derecho 
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fundamental por conexidad, posteriormente como un derecho fundamental con relaciones a 

determinadas poblaciones –adulto mayor, personas en estado de discapacidad, población en 

estado de desplazamiento–, seguidamente como fundamental con relación a los contenidos del 

Plan Obligatorio de Salud y, finalmente, parece haberse reconocido como un derecho fundamental 

per se. No obstante el decurso jurisprudencial señalado, aún se escuchan voces sobre el carácter 

meramente prestacional del derecho a la salud o de su iusfundamentalidad en forma exclusiva por 

vía conexidad con otros derechos fundamentales. El derecho a la salud analizado en clave del 

Estado social es un verdadero derecho fundamental por ser universal, irrenunciable, inherente a la 

persona humana, integral e integrador, esencial para la materialización de una vida digna y con 

calidad, y vital para la eficacia real del principio de igualdad material. Comporta libertades y 

derechos. Por ello, el derecho fundamental a la salud en Colombia debe ser un derecho 

seriamente fundamental, protegido por todas las 

garantías constitucionales y legales propias de tal tipo de derechos. 

El Preámbulo de la Constitución Política de 1991 determina como uno de los fines esenciales del 

Estado colombiano el de garantizar a sus integrantes la vida. A su vez, la protección del derecho a 

la vida se encuentra positivizada en el artículo 11 de la precitada Constitución Política como un 

derecho fundamental. Su satisfacción efectiva e integral, como derecho a una vida digna1 , 

depende del aseguramiento real de otros derechos. Entre ellos se destaca el derecho a la salud2 . 

Los artículos 48 y 49 constitucionales fueron desarrollados por la Ley 100 de 19933 que, entre 

otros, estructuró el Sistema General de Seguridad Social en Salud (en adelante SGSSS). El 

SGSSS tiene como objetivos: regular el servicio público de salud, crear condiciones para el acceso 

de toda la población al servicio de salud en todos los niveles de atención, cubrir las contingencias 

de enfermedad general y maternidad de sus afiliados y beneficiarios, y como corolario, garantizar a 

todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 

Con tal fin, la citada Ley 100 de 1993 estipuló la implementación de un Plan Obligatorio de Salud 

(en adelante POS)4 , como un conjunto básico de servicios en salud para los afiliados y 

beneficiarios de tal Sistema. En este contexto, la naturaleza jurídica del derecho a la salud ha sido 

ampliamente discutida para efectos de su justiciabilidad vía acción de tutela5 . Discusión que prima 

facie zanjó la Sentencia T-760 de 20086 al reconocer al derecho a la salud como un derecho 

fundamental autónomo. Sin embargo, no se percibe de algunas de las subsiguientes 

jurisprudencias de la Corte Constitucional una absoluta correspondencia con el reconocimiento 

realizado por tal sentencia. De hecho, sentencias posteriores a la T-760 de 2008 han regresado a 

la concepción del derecho a la salud como fundamental solo por conexidad, tal como se verá 

posteriormente. Aun en algunos espacios académicos se discute la fundamentalidad o no del 

derecho a la salud. Por ello, en este breve trabajo se pretende analizar las características propias 

del derecho a la salud y compararlas con las propias de un derecho fundamental a fin de buscar la 

consolidación de tal derecho como un derecho seriamente fundamental para todos los efectos 

legales y prácticos, y no solo como fundamental para efectos de su justiciabilidad vía acción de 

tutela. En tal sentido se analizará qué tipo de derecho es el derecho a la salud, cuál su estructura y 

finalmente se hará un recorrido por las decisiones de la Corte Constitucional con respecto de la 

justiciabilidad tal derecho vía acción de tutela. En todo caso se partirá de la concepción del 

derecho a la salud en clave de lectura del Estado social, como un derecho integral e integrador y 

bajo la premisa que el derecho a la salud implica la garantía real a gozar de un estado físico, 

mental, emocional y social que permita al ser humano desarrollar en forma digna y al máximo sus 

potencialidades, en bien de sí mismo, de su familia y de la colectividad en general. 

VIDA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho constitucional 

fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las 

condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una existencia 

digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus facultades 

corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal 

de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el 

artículo 11 de la Constitución. 

 Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona 

como tal, o que la ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida  disposición 

superior, sino también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de 

hacerla insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 

suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la 

persona, entendida como el derecho a un existencia digna. También quebranta esta garantía 
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constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, 

cuando puede ser como ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; 

con más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer condiciones 

de bienestar para sus asociados. 

SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es un 

derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe garantizarse a todas 

las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad”. Para esta 

Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre fundamental, que debe ser definido 

de la siguiente manera: “conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar progresivamente 

a los individuos y sus familias las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que 

puedan afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 

subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 

CASO CONCRETO 
 

En el asunto bajo examen, tenemos que el señor RAUL LOBO GARCIA quien actúa en 
representación de su señora madre MARGATIRA GARCIA DE LOBO, instauró acción de 
tutela en contra de MUTUAL SER EPS, por la presunta vulneración a sus derechos 
fundamentales a la Salud, Seguridad Social, Mínimo Vital, lo anterior debido a que no le 
ha sido autorizado el medicamento Riluzol de 50 MG, y además le retiró el servicio de 
enfermería 12 horas. 
 
Señala el accionante que la agenciada es una señora de 69 años de edad con diagnóstico 
de Esclerosis Lateral Amiotrófica (ELA), lo que le hace padecer dolores, además recibe 
alimentación por sonda por gastrostomía entre otros. Que se encontraba con servicio de 
enfermería 12 horas el cual fue reducido a 8 horas y posteriormente fue retirado. Además, 
que no le han autorizado y entregado el medicamento Riluzol de 50 MG por lo que se 
amparen sus derechos fundamentales. 

La accionada MUTUAL SER EPS, no rindió informe. 

El a quo en fallo de primera instancia resolvió conceder el amparo invocado y ordena a 
MUTUAL SER EPS, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 
notificación de esta decisión AUTORIZAR y ENTREGAR medicamento RILUZOL 50 MG, 
requerido de acuerdo a la patología y que fue ordenada por su médico tratante. Respecto 
al servicio de enfermería, el Juez de primera instancia consideró que, si bien no existe al 
momento del fallo certeza sobre la pertinencia del servicio, también lo es que la 
accionante le asiste el derecho a un diagnóstico efectivo que le permita obtener una 
valoración médica que establezca la conveniencia de tales requerimientos. 
 
Inconforme con lo anterior, MUTUAL SER EPS impugna el fallo asegurando que en lo que 
respecta al medicamento el mismo ya fue suministrado por lo que debe declararse 
carencia de objeto por hecho superado; de otro lado lo que respecta al servicio de 
enfermería domiciliaria, no existe orden medica con tal requerimiento y resume las ultimas 
valoraciones médicas, finalmente en relación al tratamiento integral señala que el mismo 
no es procedente por cuanto a la actora se le han garantizado todos los servicios de salud 
requeridos. 
 
De las pruebas allegadas al plenario, observa el despacho que la agenciada es una 
persona de la tercera edad que además por su diagnóstico requiere especial protección 
constitucional, además se evidencia que la actora pertenece al régimen subsidiado en 
salud.  
 
De otro lado se evidencia que en escrito de impugnación relacionan la ultima entrega del 
medicamento el 8 de marzo de 2024, sin embargo, en el anexo se evidencia generado el 
9 de enero de 2024 pero no tiene fecha de entrega, tampoco constancia que el mismo 
haya sido recibido. 
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Además, se evidencia nuevo ordenamiento de fecha 6 de marzo de 2024: 

 
 
Durante el trámite de segunda instancia la parte actora a través de memorial pone de 
presente que aun el medicamento no ha sido entregado, sumado a las terapias físicas y 
de fonoaudiología que se encuentran pendiente. 

Respecto al derecho a la salud de personas mayores. El artículo 49 de la Constitución 
dispuso que la salud es un servicio público a cargo del Estado. Asimismo, tanto la ley 
como la jurisprudencia constitucional han establecido que la salud es un derecho 
fundamental, autónomo e irrenunciable. Lo anterior implica el acceso a los servicios de 
salud de manera oportuna, eficaz y con calidad. 

En cuanto a las personas mayores, el artículo 11 de la Ley 1751 de 2015 establece un 
deber de protección especial con este grupo poblacional. En la misma línea, la Corte 
Constitucional advirtió el carácter prevalente de la protección de derechos de los adultos 
mayores. 

En materia de salud, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores estableció que los Estados Parte tienen el deber de 
ejecutar políticas públicas encaminadas a la atención integral, lo cual incluye promoción 
de la salud, prevención y cuidado de enfermedades de la persona mayor, con el fin de 
brindarle el grado de bienestar más alto posible. De acuerdo con ello, la Sentencia C-395 
de 2021 hizo énfasis en la obligación del Estado de efectuar una protección reforzada 
para la población mayor, en atención a su situación de vulnerabilidad y para garantizar su 
derecho a la salud 

Finalmente, respecto al tratamiento integral, la Corte ha establecido: 

“Reglas sobre tratamiento integral. La Corte Constitucional ha señalado que el tratamiento 
integral implica una atención en salud de forma “ininterrumpida, completa, diligente, 
oportuna y con calidad”. En el mismo sentido, la prestación del servicio debe cumplir con 
todas las órdenes de los médicos tratantes en las condiciones estipuladas. 

De esta manera, para que la autoridad judicial ordene el tratamiento integral debe 
comprobar que: (i) la EPS fue negligente respecto a sus obligaciones con el paciente; (ii) 
la existencia de órdenes médicas con especificaciones tales como, diagnósticos, insumos 
o servicios requeridos; (iii) la calidad de sujeto de especial protección constitucional del 
accionante o su estado extremadamente grave de salud. Cabe destacar que el juez de 
tutela no puede emitir pronunciamiento sobre hechos futuros e inciertos, por lo que las 
prescripciones médicas deben ser claras” 

Así las cosas, considera el despacho que resulta necesario confirmar el fallo proferido en 
primera instancia por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD de fecha 8 
de marzo de 2024. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
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RESUELVE 

 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 8 de marzo de 2024 por 
el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD,  al interior  de  la  acción  de  
tutela  impetrada  por  RAUL LOBO GARCIA en representación de MARGARITA GARCIA 
LOBO  en  contra  de  MUTUAL SER EPS,  de conformidad a lo aquí expuesto. 
 
SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 

Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 
1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 
 


